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	Motivo: Amparo

	Recurrente: JACK SALOMONS MAYER

	Recurrido: MINISTRO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

	Objeto del recurso: El recurrente alega que se le impidió la exportación de chatarra.

	Respuesta del recurrido: Se procedió al amparo de la Constitución y en defensa de los intereses generales.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (la autoridad procede al amparo de la Constitución).


Nº 53
Sesión EXTRAOrdinaria de Corte Plena celebrada a las quince horas del cuatro de octubre de mil novecientos cincuenta y uno, con asistencia inicial de los señores Magistrados Guardia (Presidente); Elizondo, Quirós, Ruiz, Ramírez, Iglesias, Aguilar, Ávila, Sánchez, Monge, Valle, Castillo, Trejos y Acosta.

Artículo Único
Se conoció del recurso de Amparo establecido por el señor JACK SALOMONS MAYER contra el señor Ministro de Economía y Hacienda, por estimar que se ha violado, en su perjuicio, el derecho al libre ejercicio del comercio, que garantiza el artículo 46 de la Constitución Política. Concretamente manifiesta el recurrente, que es dueño de un lote de desechos de hierro viejo acerado inservible, material que se conoce vulgarmente con el nombre de “chatarra”; que no existiendo en el país persona o entidad que tenga interés actual en comprar ese material debido a su inaplicabilidad en el comercio e incipiente industria nacionales, decidió ofrecerlo a mercados extranjeros, donde, después de laboriosas gestiones, logró colocarlo; que cuando solicitó el correspondiente permiso al Departamento Comercial del Ministerio de Economía para exportar esa mercadería, esa entidad pidió, en vía informativa, la opinión de la Cámara de Industrias, la cual a su vez recabó el parecer de algunos industriales metalúrgicos, quienes se manifestaron en contra del permiso solicitado, aduciendo para ello la circunstancia de que tal material “podía ser utilizado en el futuro en nuestras industrias metalúrgicas”; que la Cámara de Industrias acogió ese criterio y basado en él el Departamento Comercial denegó el referido permiso de exportación; que inconforme con lo resuelto apeló ante el Ministerio de Economía, el cual, por resolución N° 65 de 11 de setiembre anterior, que aparece publicada en La Gaceta N° 211 del 18 del mismo mes, declaró sin lugar la apelación y agotada la vía administrativa; que con el respeto que le merece el criterio del señor Ministro de Economía, debe decir que la resolución denegatoria está ayuna de razones legales que la fundamenten y justifiquen, constituyendo además, la violación del precepto constitucional que garantiza la libertad de comercio (artículo 46); que esta disposición terminante bastaría por sí sola para que este recurso fuese declarado con lugar, aun cuando la resolución del Ministerio de Economía estuviese basada en alguna ley de la República; pero es el caso que el pronunciamiento comentado no tiene fundamento en ninguna ley, decreto o reglamento, pues los argumentos que se aducen consisten en la opinión de la Cámara de Industrias y de algunos particulares, opiniones a todas luces improcedentes al no existir disposición legal de ningún género que condicione la exportación de mercaderías al criterio sustentado por esa Entidad, y mucho menos de simples ciudadanos; que la única Ley en que pudo haberse apoyado el Ministerio de Economía para denegar el permiso, es la N° 1208 del 9 de octubre de 1950, la cual en su artículo 2° inciso c) permite al Departamento Comercial de dicho Ministerio, fiscalizar las exportaciones de mercaderías y productos que fueren objeto de regulación en la misma Ley; más aparte de que la palabra “fiscalizar” no significa prohibir, sino que más bien envuelve la idea de vigilancia, esta fiscalización sólo se puede ejercer en relación con los productos y mercaderías regulados, y que en forma taxativa y limitada aparecen en la lista oficial que confeccionó, de acuerdo con la atribución dada en el inciso a) del referido artículo 2°, el Departamento Comercial; que en esa lista, publicada en el Alcance N° 38 a La Gaceta N° 269 del 28 de noviembre del año próximo pasado, no aparece que los desechos de hierro viejo usado, sea mercadería objeto de regulación, y en consecuencia la exportación de esos desechos no puede ni debe ser prohibida por ningún organismo administrativo, sin lesionar la libertad de comercio que en forma tan amplia garantiza el artículo 46 de la Carta Fundamental; que no está de más hacer notar que la Ley N° 1208 citada, como su mismo articulado lo indica, es limitativa de la propiedad privada, y en consecuencia la aplicación de la misma debe ser restrictiva y no puede ampliarse a casos no previstos expresamente en ella.
El señor Ministro de Economía y Hacienda, al evacuar el informe que le fue solicitado, manifestó entre otras cosas lo siguiente: que es cierto que una gestión hecha por el señor Salomons para que se le autorizara una exportación de desechos de acero y hierro acerado, fue rechazada por el Departamento Comercial del Ministerio y confirmada dicha resolución por el propio Ministerio de Economía y Hacienda, por acuerdo dictado a las 15 horas del 11 de setiembre último, y publicado en La Gaceta del 18 del mismo mes, pero dicha disposición no es ilegal, como lo pretende el recurrente, ni da motivo en consecuencia a la formulación del recurso de Amparo, porque no se ha violado ni se amenaza violar la Constitución, pues lo resuelto por el Ministro tiene apoyo en leyes y decretos dictados con mucha anterioridad al pronunciamiento, y lo que es más, el texto constitucional señalado como violado por el señor Salomons, cree que no sienta el principio que indica, sea que dicho artículo N° 46 establece como principio la libertad del ejercicio del comercio; que el artículo anteriormente citado se refiere exclusivamente a las situaciones de Monopolio, que son las que la ley de ninguna manera permite, véase sino la transcripción literal del artículo, y no fraccionariamente como lo hace el gestionante; que no estamos en presencia de ningún ejercicio de monopolio que intente realizar el Estado, o sea, el de convertirse en “único vendedor de la Chatarra”, pues lo que está haciendo es prohibir la exportación, por considerar que esto es contrario a los intereses nacionales, y lo hace con apoyo en disposiciones legales y constitucionales que más adelante se indicarán; que el recurso de comentario es improcedente, de conformidad con el artículo 3° incisos a) y e) de la misma Ley de Amparo N° 1161 del 2 de junio de 1950, porque la disposición tomada por el Ministerio no es un acto caprichoso o una negativa sin fundamento para autorizar una exportación de materiales que son indispensables para el país, sino el ejercicio de una facultad y el cumplimiento de una obligación derivada de disposiciones constitucionales y ejecutivas, de donde resultaría que si se hubiera autorizado la exportación, lo sería con violación de disposiciones previas por las cuales se podría responsabilizar al Ministerio; que claramente se desprende del mismo recurso, que la negativa para el permiso de exportación se produjo por cuanto se estimó que el material que se trataba de exportar es indispensable para la industria nacional, por lo que no se consideró necesario presentar ninguna prueba al respecto, y además porque los países productores de hierro y acero han restringido hasta el último extremo los permisos de exportación de esos artículos, que se consideran indispensables para la defensa nacional; que si no hay posibilidades de traer el hierro y el acero como materia prima, faltaría a sus deberes al permitir que saliera el poco que tenemos en el país, con grave perjuicio para todos y con beneficio exclusivo de uno solo, faltando con esto a lo dispuesto en el artículo 50 de la Constitución Política; que si se autorizaba la exportación de artículos necesarios para el país, se perjudicaría la producción en vez de ORGANIZARLA y ESTIMULARLA como lo exige la Carta Magna, y si se permitiese la exportación de ese artículo, con beneficio exclusivo de un individuo, se iría contra aquella disposición constitucional que también exige procurar “EL MÁS ADECUADO REPARTO DE LA RIQUEZA”; que considera que todo lo expuesto anteriormente le da fundamento legal para la negativa de exportación de los artículos mencionados, sobre todo si se considera que la disposición constitucional en la que se quiere apoyar la ilegalidad del pronunciamiento del Ministerio, no contempla exactamente el caso por él propuesto; que, además, existen otras disposiciones en las cuales se puede amparar la resolución impugnada, las cuales cita con el fin de reforzar las anteriores argumentaciones y demostrar que no es exacto lo que dice el recurrente, cuando expresa: “pero es el caso que el pronunciamiento comentado no tiene fundamento en ninguna ley, decreto o reglamento”; que la Ley de Defensa Económica N° 1208 del 9 de octubre de 1950, en el inciso c) del artículo 1°, da facultades al Departamento Comercial del Ministerio “para fiscalizar las exportaciones e importaciones de mercaderías y productos”; que no comparte el parecer del recurrente, de que el término “fiscalizar” envuelve únicamente el concepto de vigilancia, pues si esto fuera así, menguadas serían las funciones del Departamento Comercial, que no sólo tiene que vigilar todos los asuntos relativos a mercaderías, sino tomar también las medidas necesarias para impedir que sus funciones sean burladas, y así el fiscalizar no es sólo vigilar, sino tomar medidas tendientes a la defensa económica; y al recomendar y aceptar el Ministerio que no se autorice la exportación de la chatarra, es una medida de defensa económica, amparada por la ley y a cargo del Ministerio; que por otro lado, la Ley de Control de las Transacciones Internacionales, del 28 de marzo de 1950, en sus artículos 9 y 13, señala algunas restricciones para autorizar exportaciones y reexportaciones de artículos, las cuales somete previamente a un permiso del Banco Central y que no pueden considerarse como restricciones al comercio; que también el Decreto Ejecutivo N° 4 de 4 de febrero de 1942, expresa que no se permitirá la exportación ni la reexportación de aceites, grasas y toda otra materia prima para la industria, ni la de metales en bruto o usados, excepto el oro, ni la de materiales de construcción de procedencia extranjera, y que encaso excedente sobre el consumo nacional, se podrán exportar tales artículos, previa autorización expresa de la Secretaría de Hacienda y Comercio (hoy Ministerio de Economía y Hacienda); que como se puede observar, aquel Decreto Ejecutivo concretamente prohíbe la exportación y reexportación de materia prima para la industria, así como la de metales en bruto o usados; y que en realidad no podría ser de otra manera, si el Ministerio de Hacienda no pudiera intervenir en las exportaciones de productos, podrían estar seguros los señores Magistrados, que toda la carne, los frijoles, el arroz, e infinidad de artículos para el consumo nacional, saldrían para ser vendidos en el mercado internacional, donde alcanzan mejores precios; y que, en consecuencia es improcedente el recurso de acuerdo con el criterio mantenido por esta Corte (sesión celebrada a las 15 hs. del 6 de setiembre de 1951) toda vez que la resolución impugnada tiene amplio apoyo en disposiciones legales, y no es violatoria de ninguna garantía constitucional.
Previa la deliberación respectiva, se declaró sin lugar el recurso, porque si bien el artículo 46 de la Constitución Política prohíbe los actos que amenacen o restrinjan la libertad de comercio, aún cuando se originaren en una ley, la disposición contenida en el Decreto N° 4 del 4 de febrero de 1942, en que se apoya fundamentalmente la denegatoria de exportación a que se refiere el recurrente, no tiene por fin la restricción contra la cual ampara el citado texto constitucional, sino el exclusivo propósito de defender vitales intereses de la comunidad, restricción esa que, por otra parte, está condicionada a las existencias que haya en el país de los artículos indicados en el referido decreto, de modo que si estas son suficientes, podrán exportarse, previa autorización expresa del Ministerio de Economía.
